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S Í N T E S I S

I. TEMA: Eficacia de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares, en específico en relación a la libertad de expresión y el derecho al honor.
II. PROPUESTA DEL PROYECTO

Debe señalarse que por cuestión de método, se abordará en primer término el segundo agravio esgrimido por el recurrente, en el cual señala que son incorrectas las consideraciones del Tribunal Colegiado en relación a que el Estado es el único que puede violentar derechos fundamentales. 

El agravio es fundado y suficiente para revocar la sentencia recurrida, tal y como se expone a continuación.

Las consideraciones que el Tribunal Colegiado estableció en la sentencia recurrida, debido a las cuales sostuvo que no era posible analizar las violaciones que sobre derechos fundamentales planteó el quejoso, parten de las siguientes tres premisas:

a) Sólo los Estados se encuentran vinculados a los derechos humanos contenidos en tratados internacionales, pues éstos son quienes los celebran.

b) La Constitución se compone de derechos civiles y políticos que los poderes públicos deben respetar, de lo cual se desprende que éstos son los únicos que pueden violar derechos humanos.

c) Es necesario diferenciar entre un delito –cometido por particulares-, y una violación de derechos fundamentales –cometida por un órgano del poder público-.
En suma, el Tribunal Colegiado sostuvo que la violación a los derechos fundamentales solamente puede realizarse por los poderes públicos, sin que los particulares puedan incurrir en una situación de tal índole. 

La postura del Tribunal Colegiado responde a una concepción que reduce a los derechos fundamentales como límites dirigidos únicamente al poder público, es decir, bajo dicha doctrina éstos se conciben en un plano de unidireccionalidad. Dicha situación resulta contraria a los principios contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales, y además no es armónica con los criterios emitidos por la Primera Sala de esta Suprema Corte, tal y como se procede a exponer.

Es necesario partir de que la concepción clásica de los derechos fundamentales como límites dirigidos únicamente frente al poder del Estado, ha resultado insuficiente para dar respuesta a las violaciones de tales derechos por parte de los actos de los particulares. En este sentido, resulta innegable que las relaciones de desigualdad que se presentan en las sociedades contemporáneas, mismas que acarrean posiciones de privilegio para una de las partes, pueden conllevar la posible violación de derechos fundamentales en detrimento de la parte más débil.

La concepción tradicional ha gozado de aceptación en México y en un buen número de países de nuestro entorno desde el siglo XIX, razón por la cual, las llamadas garantías individuales tenían el propósito fundamental de restringir las actuaciones del Estado, quien se convertía en el sujeto pasivo de los derechos, es decir, a quien se le podía exigir el respeto de los mismos. Al mismo tiempo, se consideraba que las relaciones jurídicas que se suceden entre particulares únicamente se encontraban regidas por las normas contenidas en el derecho civil y en el derecho penal, pero nunca por los mandatos constitucionales.

Así las cosas, la fórmula de los derechos fundamentales como límites frente al poder público necesitaba su complemento en la legislación ordinaria. La solución se encontró en la figura del delito de ataques a las garantías individuales. El Código Penal para el Distrito Federal y Territorio de la Baja California de 1871, en su título décimo, reguló un extenso conjunto de tipos penales cuyo objetivo específico era castigar el actuar de particulares que violentaran las garantías individuales de otros particulares. A partir de 1931, el Código Penal Federal y un buen número de legislaciones penales estatales, retomaron esta figura a través de un delito genérico que castigaba con pena de prisión “al que de alguna manera viole, con perjuicio de otro, los derechos y garantías establecidos por la Constitución General de la República a favor de las personas”. 

De esta forma, los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares veían restringido su radio de aplicación a la legislación penal, lo cual no es más que la consecuencia lógica y necesaria de una visión de los derechos fundamentales que los limitaba a las relaciones que se suceden frente al Estado. Los derechos fundamentales se consolidaron, tanto en la jurisprudencia como en la doctrina, como una categoría propia de lo público, por lo que su presencia en la normativa que regula las relaciones privadas resultaba ajena y, en cierto sentido, provocaba una distorsión en el sistema jurídico.

Sin embargo, este escenario sufrió un importante cambio a través de una resolución de esta Alto Tribunal dictada en el año 2000. Nos referimos a la resolución recaída al amparo en revisión 2/2000, de la cual fue ponente el Ministro Guillermo Ortiz Mayagoitia. En ese entonces, la Segunda Sala de este Alto Tribunal estableció que los particulares pueden cometer “ilícitos constitucionales” al momento en que desconozcan los derechos fundamentales de otro particular. 

Tales ilícitos se referían a la omisión de los actos ordenados o la ejecución de los actos prohibidos por la Constitución, los cuales pueden ser cometidos por un particular, ante lo cual, debe dilucidarse el sentido normativo del contenido constitucional, a efecto de analizar si de la norma se desprenden principios dirigidos tanto a las autoridades como a particulares.

Por consiguiente, la Segunda Sala de esta Suprema Corte sostuvo que los deberes previstos en la Constitución vinculan tanto a las autoridades como a los gobernados, toda vez que tanto unos como otros pueden ser sujetos activos en la comisión del ilícito constitucional con total independencia del procedimiento que se prevea para el resarcimiento correspondiente.

Dicho criterio no tuvo un seguimiento jurisprudencial, ya que su contenido no fue desarrollado en subsecuentes resoluciones. Sin embargo, poco más de una década después, esta Primera Sala de la Suprema Corte ha venido sosteniendo firmemente la vigencia de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares, situación que se produjo a partir de la resolución recaída al amparo directo en revisión 1621/2010.


En dicha sentencia, se sostuvo que si bien la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no ofrece ninguna base textual que permita afirmar o negar la validez de los derechos fundamentales entre particulares, ello no resulta una barrera infranqueable, ya que para dar una respuesta adecuada a esta cuestión se debe partir del examen concreto de la norma de derecho fundamental y de aquellas características que permitan determinar su función, alcance y desenvolvimiento dentro del sistema jurídico.


Por ello, en primer término, resulta indispensable analizar las funciones que cumplen los derechos fundamentales en el ordenamiento jurídico –función subjetiva y objetiva-.

Al respecto, debemos señalar que por una parte, la función subjetiva implica la conformación de los derechos fundamentales como derechos públicos subjetivos, constituyéndose como inmunidades oponibles en relaciones de desigualdad formal, esto es, en relaciones con el Estado. Por otro lado, la dimensión objetiva de los derechos fundamentales los coloca como principios que orientan las actuaciones de todos los componentes del Estado –de manera preponderante, los legisladores, los miembros de la administración pública y los impartidores de justicia-.


En efecto, en virtud de su configuración normativa más abstracta y general, los derechos fundamentales unifican, identifican e integran, en un sistema jurídico determinado, a las restantes normas que cumplen funciones más específicas.


Así, los derechos fundamentales también deben concebirse como normas objetivas, cuyos principios permean en el resto de componentes del sistema jurídico, orientando e inspirando normas e instituciones pertenecientes al mismo. En razón de ello, incluso la concepción de las figuras jurídicas cuya naturaleza originalmente se había pensado como de derecho privado, puede ser modificada, en virtud de que son parte del sistema jurídico mexicano, y ninguno de los elementos que lo conforman son ajenos al tamiz constitucional. 


Tal concepción implica que los derechos fundamentales no sólo se convierten en directrices para el desarrollo normativo vinculado a la labor del legislador, sino que también se traducen en parámetros en la tarea interpretativa que llevan a cabo los impartidores de justicia, tal y como acontece en el presente caso. 


La intervención de los órganos jurisdiccionales resulta esencial para esta concepción de los derechos fundamentales como límites en todas las relaciones del ordenamiento jurídico, pues al atender a la dimensión objetiva de los mismos, esto es, como valores que irradian todo el sistema, es como los derechos cobran vida en las relaciones entre particulares.


Afirmar que los derechos fundamentales cumplen una función como normas básicas de identificación del resto de componentes del ordenamiento jurídico, resulta de vital importancia para aceptar la validez de tales derechos en las relaciones entre particulares, pues no existe razón alguna para que su efecto identificador se detenga y limite a los operadores de los órganos estatales, sino que alcanza a todas las relaciones jurídicas que pueda contener el sistema.

Por tanto, esta doble función que desempeñan los derechos fundamentales en el ordenamiento jurídico, así como la estructura de ciertos derechos, constituyen la base para afirmar la incidencia de los mismos en las relaciones entre particulares. 

En un sistema jurídico como el nuestro, los derechos fundamentales ocupan una posición central e indiscutible como el contenido mínimo de todas las relaciones jurídicas que se suceden en el ordenamiento.

En consecuencia, la fuerza vinculante de los derechos fundamentales en todo tipo de relaciones, incluyendo las jurídico-privadas, tiene como efecto que los tribunales deben atender a la influencia de los valores que subyacen a dichos derechos en los asuntos que son de su conocimiento.

En tales condiciones, los tribunales del Poder Judicial de la Federación, vinculados directamente a arreglar sus fallos de conformidad con las normas constitucionales de acuerdo a los derechos fundamentales, juegan una suerte de puente entre la Constitución y los particulares al momento en que resuelven un caso concreto, ya que el juez tendrá que analizar si el derecho aplicable, en ese litigio, es compatible con lo dispuesto en la Constitución, y en caso de ser negativa la respuesta, introducir el contenido del derecho fundamental respectivo, lo cual no es más que la aceptación lógica del principio de supremacía constitucional.

Los anteriores argumentos relativos a la eficacia horizontal de los derechos fundamentales ya han sido adoptados como criterio jurisprudencial por esta Primera Sala de la Suprema Corte, al haber emitido la tesis de Jurisprudencia 15/2012 cuyo rubro es el siguiente: “DERECHOS FUNDAMENTALES. SU VIGENCIA EN LAS RELACIONES ENTRE PARTICULARES”.

Tal tesis constituye el criterio rector que sobre la materia ha emitido esta Primera Sala. Sin embargo, y como consecuencia lógica del anterior criterio, este órgano colegiado también se ha tenido que pronunciar en relación a cuáles son las vías procesales adecuadas para analizar la eficacia horizontal de los derechos fundamentales.

Al respecto, debe destacarse la tesis aislada XVIII/2011 de esta Primera Sala, cuyo rubro es: “AMPARO DIRECTO. RESULTA LA VÍA ADECUADA PARA QUE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO CONOZCAN DE AQUELLAS SENTENCIAS DE LOS TRIBUNALES ORDINARIOS QUE DESCONOZCAN UNA VIOLACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES COMETIDA POR UN PARTICULAR”.

En consecuencia, no sólo fue errónea la determinación del Tribunal Colegiado en el sentido de que los derechos fundamentales no tienen vigencia en las relaciones entre particulares, sino que, adicionalmente, el presente asunto se encontraba ante el Tribunal Colegiado en la vía adecuada para emprender dicho análisis, razón por la cual éste debió atender tal situación.

Ahora bien, no debe pasar por desapercibido que si bien esta Primera Sala ha reconocido la vigencia de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares, la propia jurisprudencia 15/2012 antes citada, establece que tal reconocimiento no es absoluto. En dicho criterio, este órgano colegiado sostuvo que dicha concepción no puede entenderse de forma hegemónica y totalizadora en todas y cada una de las relaciones que se suceden acorde al Derecho Privado.

En consecuencia, en asuntos que involucren una colisión de derechos fundamentales, el juzgador deberá analizar -atendiendo al caso en concreto-, las relaciones jurídicas en las que los derechos se ven encontrados con otros bienes o derechos constitucionalmente protegidos, a efecto de determinar qué derechos son oponibles sólo frente al Estado, y cuáles otros gozan de tal eficacia en las relaciones entre particulares.

En otras palabras, esta eficacia horizontal de los derechos fundamentales deberá analizarse en cada caso en concreto que sea del conocimiento de un juzgador, debiendo determinar si es posible que se actualice una colisión entre derechos, atendiendo a la naturaleza de los mismos. 

En lo que respecta al presente asunto, debe señalarse que los derechos fundamentales que se encuentran enfrentados son, por una parte, la libertad de expresión y, por la otra, el derecho al honor.

No debe pasar por desapercibido, que en diversos criterios esta Primera Sala ha sostenido la actualización de una colisión entre la libertad de expresión y el derecho al honor, sin embargo, atendiendo a la necesidad de desarrollar el contenido de la jurisprudencia 15/2012 de esta Primera Sala –misma que constituye el criterio angular en torno a la eficacia horizontal de los derechos fundamentales-, a efecto de especificar los supuestos en los cuales se actualiza tal situación, es que se considera necesario señalar lo siguiente: 

En torno a la libertad de expresión, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte, ha señalado que el mismo comprende la libertad de expresar el pensamiento propio –libertad individual-, así como el derecho a buscar, recibir y difundir ideas de toda índole –lo cual se asocia a la dimensión colectiva del ejercicio de tal derecho-.

Por otra parte, esta Primera Sala ha señalado que el honor es un derecho fundamental, que se refiere al concepto que la persona tiene de sí misma -dimensión subjetiva- o que los demás se han formado de ella -dimensión objetiva-, en virtud de su proceder o de la expresión de su calidad ética o social.

Por tanto, atendiendo por una parte a la naturaleza del derecho a la libertad de expresión, consistente de forma primordial en la manifestación de ideas, y por otro lado la naturaleza del derecho al honor, relativo al concepto que una persona tiene sobre sí misma o que la sociedad se ha formado sobre ella, es que resulta claro, no sólo que ambos derechos fundamentales pueden gozar de eficacia en las relaciones con otros particulares, sino que adicionalmente, puede presentarse una colisión entre los mismos.

En efecto, es posible que la manifestación de ideas –ejercicio del derecho de libertad de expresión-, pueda causar un menoscabo en la concepción que sobre una persona existe –derecho al honor en sus dos dimensiones-, en virtud de que tales expresiones pueden versar en torno a una persona, mancillando el concepto que sobre la misma se ha ido formando. 

En consecuencia, esta Primera Sala considera que en aquellos asuntos en los cuales el conflicto primigenio se origine porque un particular alegue que se ha violentado su derecho al honor, y otro particular señale que las manifestaciones combatidas se ejercieron acorde a su libertad de expresión, de forma indefectible se trata de un caso en el que se actualiza la eficacia horizontal de los derechos fundamentales en pugna, situación que conlleva una colisión entre los mismos, ante lo cual, el juzgador deberá proceder a un ejercicio de ponderación y análisis de éstos.

Ahora bien, toda vez que esta Primera Sala de la Suprema Corte ya ha sostenido que los derechos fundamentales gozan de vigencia en las relaciones entre particulares, tal y como fue expuesto, es que también resulta errónea la premisa del Tribunal Colegiado en el sentido de que los derechos fundamentales contenidos en instrumentos internacionales sólo son exigibles a los Estados pues son éstos quienes los celebran.

En primer término, es necesario señalar que la doctrina que ha venido construyendo esta Primera Sala sobre la eficacia horizontal de los derechos fundamentales, no deriva de un análisis de los actos del Estado en virtud de los cuales tales derechos son parte del sistema jurídico.

En otras palabras, el hecho de que los Estados sean quienes celebran los tratados internacionales, solamente representa el acto por medio del cual los derechos fundamentales son incorporados al orden jurídico mexicano. Pero una vez que forman parte del mismo, su naturaleza es la misma que aquéllos de fuente constitucional, tal y como lo preceptúa el artículo 1º de nuestra Constitución.

Al respecto, resulta aplicable la tesis jurisprudencial 107/2012 emitida por esta Primera Sala de rubro “PRINCIPIO PRO PERSONA. CRITERIO DE SELECCIÓN DE LA NORMA DE DERECHO FUNDAMENTAL APLICABLE”.

Por ello, resulta claro que los derechos fundamentales, ya sea que provengan de fuente constitucional o internacional, gozan de plena eficacia jurídica y, en consecuencia, su respeto es exigible en las relaciones entre particulares, toda vez que la nota distintiva en la materia la constituye el contenido del derecho y no la forma en que se incorporan a nuestro sistema jurídico.

Una vez que un tratado internacional cumple con los requisitos constitucionales para su integración a nuestro orden jurídico, la exigencia de sus disposiciones relativas a derechos fundamentales, derivará precisamente de la naturaleza de su contenido, sin que implique una limitación para tal fuerza normativa el hecho de que su incorporación haya dependido del actuar del Estado en la celebración del instrumento internacional correspondiente.

Adicionalmente, esta Primera Sala también estima que es errónea la apreciación del Tribunal Colegiado, en el sentido de que la Constitución es un conjunto de derechos civiles y políticos oponibles únicamente a los poderes públicos.

Tal concepción no se apega a la doctrina que ha ido desarrollando esta Suprema Corte en el sentido de que la Constitución es ante todo una norma jurídica, pues aceptar la postura que propone el Tribunal Colegiado implicaría limitar la fuerza vinculante que posee todo el texto constitucional. 


Así, aceptar que la Constitución es una norma jurídica, implica el reconocimiento de las siguientes premisas:

a) En principio, todo el contenido de la Constitución tiene un valor normativo inmediato y directo, lo cual implica que la misma goza de eficacia jurídica plena, teniendo la posibilidad de facto de desenvolverse en todo su contenido.

b) Ahora bien, en su carácter de norma jurídica, requiere de un esquema idóneo que la proteja frente a actos o disposiciones que la pretendan vulnerar. La fuerza normativa de la Constitución radica tanto en su capacidad de adaptarse a los cambios de su contexto, así como en su permanencia, lo cual no se refiere a su inmutabilidad, sino a que la misma se aplique de manera cabal, para lo cual es indispensable la existencia de un sistema que defienda sus preceptos frente a normas y actos que la contravengan.

c) Finalmente, la Constitución en su naturaleza normativa representa el punto de partida del resto de las disposiciones que integran al sistema jurídico. Es decir, implica el fundamento de validez del resto del ordenamiento jurídico. Lo anterior se refleja en la posibilidad de llevar a cabo un control de regularidad normativa respecto de aquellas disposiciones que la contraríen, lo cual a contrario sensu, significa que aquellos elementos que no la contravengan son válidos, de lo cual se deduce a cabalidad el enfoque normativo que hemos señalado.

En virtud de lo anterior, es que los principios contenidos en la Constitución vinculan a todos los sectores del ordenamiento jurídico, lo cual incluye a las relaciones surgidas entre particulares. En consecuencia, la concepción del Tribunal Colegiado, en el sentido de que la Constitución es una serie de derechos que deben ser respetados sólo por el Estado, implicaría limitar la fuerza normativa de la Constitución, al marginar su vinculación sólo a las relaciones de los particulares con el Estado, negando su juridicidad en las relaciones entre particulares, lo cual claramente no es armónico con la teoría constitucional que al respecto ha ido construyendo esta Suprema Corte.

Ello es así, toda vez que en un ordenamiento jurídico, en el cual son aplicables en todas las relaciones y, por tanto, son defendibles por los órganos jurisdiccionales, los derechos fundamentales son los que más directamente hacen de la Constitución una norma jurídica.

En virtud de los anteriores argumentos, lo procedente es revocar la resolución recurrida y conceder la protección constitucional que fue solicitada, ordenándose la devolución de los presentes autos al Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, para que deje sin efectos la resolución combatida y en su lugar dicte una nueva, en la cual, partiendo de las consideraciones expuestas en la presente ejecutoria en relación a la vigencia de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares, emprenda de nueva cuenta al estudio de la demanda de amparo promovida por Juan Manuel Ortega de León, en contra de la resolución de 17 de noviembre de 2011 dictada por la Primera Sala Mixta del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Aguascalientes en el toca civil 754/2011.

Finalmente, y tomando en consideración que el agravio analizado resultó fundado, ante lo cual lo conducente es conceder el amparo, es que se torna innecesario analizar el resto de argumentos expresados por el quejoso en su escrito de recurso de revisión.

III. PUNTOS RESOLUTIVOS

PRIMERO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida.
SEGUNDO. La justicia de la unión ampara y protege a Juan Manuel Ortega de León, en contra de la autoridad y acto precisados en el primer apartado de esta ejecutoria.

TERCERO. Devuélvanse los autos relativos al Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, para los efectos precisados en el apartado séptimo de esta ejecutoria.
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Ciudad de México. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación correspondiente al cinco de diciembre de dos mil doce.

Visto bueno Ministro

S E N T E N C I A

Cotejo
Recaída al amparo directo en revisión 931/2012, promovido por el quejoso, Juan Manuel Ortega de León.

I.
ANTECEDENTES

1. Hechos que dieron origen al presente asunto.
El 10 de noviembre de 2008, el Consejo Local del Instituto Federal Electoral en el Estado de Aguascalientes, aprobó el Acuerdo por el cual se estableció el procedimiento para la designación de los Consejeros Electorales Suplentes en los Consejos Distritales 01 y 03 de dicha Entidad Federativa. La convocatoria contenida en dicho Acuerdo fue publicada en dos diarios de circulación en el Estado el 12 de noviembre del mismo año
.

Con motivo de la anterior convocatoria, Juan Manuel Ortega de León manifestó mediante un escrito presentado el 12 de noviembre de 2008, las razones por las cuales aspiraba a ocupar uno de los cargos de Consejero Distrital Suplente, e indicó bajo protesta de decir verdad que a la fecha no había sido condenado por delito alguno
.
Durante el periodo que se concedió a los partidos políticos para que realizaran observaciones, el representante del Partido Convergencia presentó un escrito el 24 de noviembre de 2008, mediante el cual hacía manifestaciones en torno al aspirante Juan Manuel Ortega de León
.
El 27 de noviembre de 2008, durante la sesión del Consejo Local del Instituto Federal Electoral antes referido, se solicitó al señor Raúl Martínez Delgadillo, representante del Partido Convergencia, que explicara a qué se debían las observaciones que había formulado en torno al señor Ortega de León, a lo cual manifestó lo siguiente:

“Respecto a las manifestaciones que mi Partido hizo en la persona de Juan Manuel Ortega de León, fue que en el expediente que dicha persona presentó ante el Instituto, fue de que dicha persona manifestó bajo protesta de decir verdad que no tenía antecedentes penales, cosa que no es así, ya que a mi me tocó asistirlo en un procedimiento donde estuvo detenido, incluso fue puesto a disposición de la autoridad jurisdiccional, así mismo tenemos conocimiento que esta persona se caracteriza por ser muy conflictiva y creemos nosotros que no es una persona digna de confianza para ostentar un cargo como el que pretende”
.
El 10 de diciembre de 2008, fue publicada en el periódico “Hidrocálido” una reseña sobre el procedimiento de selección que se estaba llevando a cabo en el Consejo Local, haciendo especial mención de lo manifestado por Raúl Martínez Delgadillo en la sesión mencionada en el párrafo que antecede
.
Ese mismo día, el Consejo Local del Instituto Federal Electoral en el Estado de Aguascalientes sesionó a efecto de elegir a quienes ocuparían los cargos de Consejeros Distritales Suplentes
. Al respecto, debe señalarse que el señor Ortega de León no fue seleccionado para ocupar una de las vacantes en torno a las cuales se había emitido la convocatoria
.
2. Juicio de primera instancia y su correspondiente resolución.
El 12 de noviembre de 2009, Juan Manuel Ortega de León ejerció una acción civil en contra de Raúl Martínez Delgadillo, así como en contra del Partido Convergencia, a efecto de exigirles la reparación del daño moral que le habían causado las manifestaciones que realizó el señor Martínez Delgadillo en su carácter de representante del partido político en mención, durante la sesión del 27 de noviembre de 2008 del Consejo Local del Instituto Federal Electoral en el Estado de Aguascalientes
.

En resumen, el actor argumentó que las declaraciones realizadas por Raúl Martínez fueron dolosas y de mala fe, pues sin contar con sustento probatorio alguno, el señor Martínez señaló que Ortega de León había faltado a la verdad cuando declaró bajo protesta que no tenía antecedentes penales, y además lo señaló como una persona conflictiva y no digna de confianza, lo cual creó una incertidumbre sobre su calidad moral. El actor atribuyó tal actitud del demandado a un conflicto familiar provocado por unos bienes materia de una herencia.
Por otra parte, el actor alegó que la publicación del 10 de diciembre de 2008 en el periódico “Hidrocálido”, atentó contra su reputación y le causó un daño moral grave, pues la misma extendió las manifestaciones del señor Martínez Delgadillo al público en general, situación que orilló al actor a abstenerse de participar en una posterior convocatoria para ocupar un cargo como Consejero Propietario o Suplente del Instituto Estatal Electoral de Aguascalientes, ya que el señor Raúl Martínez fungía como representante del Partido Convergencia en dicha institución, ante lo cual, el actor exigía una indemnización por el daño moral que se le había causado.
El asunto fue del conocimiento del Juez Séptimo de lo Civil y de Hacienda con residencia en Aguascalientes, Aguascalientes, siendo registrado con el número de expediente 2491/2009. Una vez sustanciado el procedimiento respectivo, el 5 de septiembre de 2011 fue dictada sentencia definitiva, en la cual se declaró improcedente la acción promovida por el actor
.
Al respecto, el Juez sostuvo que no se había acreditado que Raúl Martínez Delgadillo hubiese sido el representante partidario que esgrimió las manifestaciones cuestionadas, y por otra parte señaló que las mismas se habían ejercido dentro de los límites de la libertad de expresión de quien representó al Partido Convergencia, pues fueron realizadas en el contexto del análisis de los requisitos de quienes aspiraban a ser Consejeros Distritales, y la ausencia de antecedentes penales era una de las exigencias, ante lo cual era válido que se discutiera si el actor cumplía con ello al haber sido puesto a disposición de una autoridad jurisdiccional por la posible comisión de un delito.
3. Recurso de apelación y su correspondiente resolución.
Inconforme con lo anterior, el 23 de septiembre de 2011, Juan Manuel Ortega de León promovió recurso de apelación
. Mediante el mismo señaló que el Juez valoró de forma inadecuada el material probatorio, en específico la lista de asistencia a las sesiones del Consejo Local del Instituto Federal Electoral en el Estado de Aguascalientes, así como la ausencia de algún aviso de inasistencia de representantes partidistas, ante lo cual se acreditaba de forma fehaciente que Raúl Martínez Delgadillo fue quien externó las declaraciones que a su parecer le causaron un daño moral.
Por otra parte, a juicio del recurrente, el Juez valoró incorrectamente el caudal probatorio contenido en el expediente, a través del cual se demostraba que el actor contaba con todos los requisitos exigidos para acceder al cargo público por el cual contendió, y en consecuencia, resulta claro que las manifestaciones esgrimidas por el señor Martínez Delgadillo fueron ilícitas al no encontrarse apegadas a la verdad. Sin embargo, las mismas no fueron analizadas tomando en consideración la situación ni el contexto en el cual se emitieron.
Tal recurso fue del conocimiento de la Primera Sala Mixta del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Aguascalientes, siendo registrado con la clave de toca civil 745/2011. El 17 de noviembre de 2011 se dictó sentencia definitiva, mediante la cual se confirmó la sentencia recurrida
.
Dicho órgano jurisdiccional sostuvo que sí se encontraba acreditado en autos que el señor Martínez Delgadillo fue quien emitió las manifestaciones que a juicio del actor le causaron un daño moral. Sin embargo, contrario a lo argumentado por el recurrente, no se demostró la ilicitud en la conducta demandada, pues las manifestaciones fueron realizadas para aportar datos de quienes aspiraban al cargo de Consejeros Distritales, dentro de las facultades de valorar las solicitudes para acceder a dichos cargos, con las cuales contaban los representantes de los partidos ante el Consejo Local en mención.
Adicionalmente, si bien las aseveraciones del señor Martínez Delgadillo fueron equívocas –en relación a su comprensión del concepto de antecedentes penales-, las mismas se realizaron bajo la consideración de haber asistido al actor en un procedimiento por haber estado a disposición de la autoridad jurisdiccional, por lo cual, el demandado consideró que esta situación debía atenderse y analizarse por los miembros del Consejo Local.
Por último, a juicio de dicho órgano colegiado, no pasó desapercibido que el actor no demostró que se le hubiese generado un daño, ya que las manifestaciones del representante del Partido Convergencia no fueron un aspecto determinante en el proceso de elección de Consejeros Distritales. 
4. Juicio de amparo directo.
Por escrito de 15 de diciembre de 2011, Juan Manuel Ortega de León solicitó el amparo y protección de la Justicia de la Unión, señalando como acto reclamado la resolución dictada el 17 de noviembre de 2011 en el toca civil 754/2011, y como autoridad responsable a la Primera Sala Mixta del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Aguascalientes
.
El quejoso señaló como derechos fundamentales violentados los contenidos en los artículos 1º, 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y esgrimió los siguientes conceptos de violación:
a) La autoridad fue contradictoria, lo cual violentó los artículos 14 y 16 constitucionales, toda vez que por una parte reconoció que el material probatorio acreditó que el señor Martínez Delgadillo fue quien realizó las manifestaciones cuestionadas, pero por otro lado resolvió que no se demostró la ilicitud de las mismas. A consideración del quejoso, la sola acreditación de las expresiones acarreaba su ilicitud, ya que las mismas se emitieron sin sustento alguno, por lo cual se trataba de hechos falsos que le causaron un afectación, pues debido a ello se le vetó para acceder a un cargo público, sin que la autoridad responsable hubiese tomado en consideración que el derecho de voz que tienen los representantes partidistas debe ejercerse con sustento objetivo y material.
b) Por otra parte, la autoridad responsable transgredió el contenido del artículo 1º constitucional, pues pasó por alto lo consagrado en diversos artículos de la Convención Americana de Derechos Humanos, así como de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Lo anterior en virtud de que dicho órgano jurisdiccional ignoró que existe el derecho humano a no ser dañado en la honra y reputación bajo el pretexto de que otra persona ejerza el derecho de libertad de pensamiento y de expresión, toda vez que el mismo tiene límites tales como el decoro, el honor, el respeto, la honestidad y el recato, lo cual es coincidente con el artículo 6º constitucional y las restricciones que el mismo consagra para la manifestación libre de ideas.
c) La autoridad responsable vulneró el artículo 16 constitucional, pues tal precepto protege el derecho a la intimidad y a la vida privada de los ciudadanos, mismo que abarca las intromisiones o molestias que por cualquier medio pudiesen realizarse en tal ámbito, lo cual a juicio del quejoso sucedió en el presente caso y le causó un daño moral, toda vez que se emitieron hechos que no contaban con un sustento probatorio.
5. Resolución del Tribunal Colegiado de Circuito.
La demanda de amparo antes citada, fue turnada al Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, siendo registrada bajo el número de amparo directo civil 41/2012. El 23 de febrero de 2012 fue dictada la resolución de dicho asunto, mediante la cual se negó el amparo al quejoso
. 

A efecto de sostener la anterior determinación, el Tribunal Colegiado esgrimió los siguientes argumentos:

1. La resolución combatida no es contradictoria, pues una cuestión es que se hubiese acreditado que quien emitió las manifestaciones fue el señor Martínez Delgadillo, y otra muy distinta es que las mismas causaran un daño moral, pues se trata de situaciones que requieren de un estudio autónomo. Adicionalmente, los argumentos del quejoso son inoperantes, pues el quejoso se limitó a reiterar las razones esgrimidas en las instancias anteriores, en lugar de combatir los razonamientos del órgano jurisdiccional señalado como responsable
.
2. Con independencia de lo anterior, en la sentencia recurrida se valoraron de forma adecuada las manifestaciones que a juicio del quejoso le provocaron un daño moral, pues las mismas se realizaron en el uso de las facultades que tenían los representantes de los partidos para hacer observaciones de quienes aspiraban a los cargos de Consejeros Distritales. Además, la sentencia impugnada se ajustó a los criterios de la Primera Sala de la Suprema Corte, en el sentido de que la protección a la privacidad, e incluso al honor y reputación, es menos extensa en personas públicas, por el hecho de colocarse en situaciones de escrutinio público. Por tanto, si bien las manifestaciones contenían una valoración errónea –pues el señor Martínez Delgadillo consideró que al haber estado el quejoso a disposición de la autoridad jurisdiccional, ello implicaba la existencia de antecedentes penales-, no debe pasar por desapercibido que las mismas no contenían hechos falsos, sino razonamientos incorrectos, ante lo cual es claro que no fueron hechas con mala fe
.
3. Finalmente, en relación a la presunta violación a los derechos fundamentales contenidos tanto en la Constitución, así como en instrumentos internacionales señalados por el quejoso, el Tribunal Colegiado sostuvo que los pactos internacionales de derechos humanos solamente vinculan a los Estados, pues son éstos quienes los celebran. Por tanto, y tomando en consideración que una Constitución se compone de derechos civiles y políticos que el Estado debe respetar, se desprende que éste es el único que puede violar derechos humanos.

Así, hay que diferenciar entre un delito –cometido por particulares-, y una violación de derechos humanos –cometida por el Estado-. Por ello, no puede considerarse que las expresiones vertidas por el señor Martínez Delgadillo hayan violado los derechos humanos del quejoso, toda vez que como ya se indicó, el Estado Mexicano es el único que puede incurrir en tal situación
.
II.
RECURSO DE REVISIÓN
Inconforme con la sentencia del Tribunal Colegiado, el quejoso interpuso recurso de revisión mediante escrito presentado el 14 de marzo de 2012
. En el mismo, el recurrente hizo valer los siguientes agravios:

1. La determinación que adoptó el Tribunal Colegiado fue incorrecta, pues si bien las personas que ocupan un cargo público tienen una protección menos extensiva en su privacidad, lo cierto es que ello no es aplicable a las personas que aspiran a un cargo de tal naturaleza. Por tanto, el haberse sometido a un proceso de investigación con miras a la obtención de un cargo público, no podría traer como consecuencia que la protección a su vida privada fuese disminuida. Además, incluso en el supuesto de que se le considerara una persona pública, las manifestaciones realizadas en un escrutinio público debían ser veraces –esto es, con sustento probatorio-, por lo cual, el Tribunal Colegiado debió analizar cuál de las partes se había conducido con verdad durante el procedimiento respectivo
.
2. Por otra parte, el Tribunal Colegiado hizo una indebida valoración de las pruebas contenidas en el expediente y llevó a cabo una inadecuada fundamentación, en franca contravención de los artículos 14 y 16 constitucionales, pues omitió analizar varios hechos y constancias que a juicio del quejoso acreditaban el daño moral
.
Finalmente, el recurrente adujo que las manifestaciones del Tribunal Colegiado, en el sentido de que los únicos sujetos obligados por los pactos internacionales de derechos humanos son los Estados, y de que el Estado es el único que puede violar derechos humanos, sin que una cuestión de tal naturaleza pueda ser imputada a un particular, transgreden de forma flagrante los criterios emitidos por esta Suprema Corte. Al respecto, el recurrente señaló que la interpretación del Tribunal Colegiado le priva del goce de los derechos fundamentales contenidos en instrumentos internacionales, y además pasa por alto que esta Suprema Corte ha reconocido la protección de los derechos fundamentales incluso ante particulares, lo cual a su parecer violenta el principio de protección más amplia para la persona contenido en el artículo 1º constitucional
.
Mediante proveído de 21 de marzo de 2012, el Magistrado Presidente del Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, ordenó remitir el presente recurso de revisión a esta Suprema Corte para el trámite correspondiente
.

III.
TRÁMITE EN LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
Mediante proveído de 9 de abril de 2012, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación registró el asunto con el número de expediente 931/2012, admitió a trámite el recurso de revisión interpuesto por el quejoso, lo turnó al Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea para su estudio y se radicó en la Sala de su adscripción
.

Mediante proveído de 17 de abril de 2012, esta Primera Sala se avocó al conocimiento del presente asunto y envió el expediente a la Ponencia del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea para su estudio y la formulación del proyecto de resolución respectivo
.

IV.
COMPETENCIA
Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de lo dispuesto por los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 83, fracción V, y 84, fracción II, de la Ley de Amparo; 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial Federal y en relación con lo establecido en los puntos segundo, tercero y cuarto del Acuerdo General 5/2001, emitido por el Pleno de este Alto Tribunal, reformado mediante resolución publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de octubre de 2011
. 
V.
OPORTUNIDAD DEL RECURSO

El recurso de revisión es oportuno, de conformidad con lo establecido en el artículo 86 de la Ley de Amparo. De las constancias de autos se advierte que la sentencia recurrida fue dictada por el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito el 23 de febrero de 2012
, se terminó de engrosar el 27 de febrero
 y fue notificada por lista al quejoso el martes 28 de febrero
, surtiendo efectos para el mismo el día hábil siguiente, es decir, el miércoles 29 de febrero de 2012.

El término de diez días para la interposición del recurso empezó a correr a partir del jueves 1 de marzo de 2012 y concluyó el miércoles 14 de marzo, descontando los días 3, 4, 10 y 11 de marzo, por ser sábados y domingos, conforme a los artículos 23 de la Ley de Amparo y 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y a lo dispuesto en el Acuerdo 2/2006 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

En esas condiciones, al haber sido presentado el recurso de revisión el 14 de marzo de 2012
, resulta incuestionable que fue interpuesto dentro del término legal previsto en el artículo 86 de la Ley de Amparo.

VI. PROCEDENCIA

Por ser una cuestión preferente, esta Primera Sala estudiará la procedencia del presente recurso de revisión, para lo cual es necesario tener en cuenta el siguiente entramado normativo.

Conforme a lo previsto en los artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como en los puntos primero y segundo del Acuerdo General Plenario 5/1999, se deriva lo siguiente:

a) Que en principio, las sentencias que dicten los Tribunales Colegiados de Circuito en juicios de amparo directo no admiten recurso alguno.
b) Por excepción, tales sentencias pueden ser recurridas en revisión, a condición de que decidan o se hubieran omitido decidir temas propiamente constitucionales, entendiendo por éstos:
II. La inconstitucionalidad de una norma, y/o 

III. La interpretación directa de preceptos de la Constitución Federal.
c) Que para efectos de procedencia del recurso de revisión en amparo directo, además de que en la sentencia recurrida se decidan o se hubieran omitido decidir temas propiamente constitucionales, deberán quedar satisfechos los requisitos de importancia y trascendencia a que hace alusión el artículo 107, fracción IX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el punto primero del Acuerdo General Plenario 5/1999. Este acuerdo señala que, por regla general, se entenderá que no se surten los requisitos de importancia y trascendencia cuando:

I. Exista jurisprudencia sobre el problema de constitucionalidad hecho valer en la demanda de garantías;

II. Cuando no se hubieran expresado agravios o, en su caso, éstos resulten ineficaces, inoperantes, inatendibles o insuficientes y no hubiera que suplir la deficiencia de la queja, o en casos análogos.

d) El análisis definitivo de la procedencia del recurso es competencia, según sea el caso, del Pleno o las Salas de esta Suprema Corte
. El hecho de que el Presidente, del Pleno o de la Sala respectiva, lo haya admitido corresponde con un examen preliminar del asunto que no causa estado.
Considerando lo anterior, se procede al estudio del presente recurso de revisión. 

Del análisis de los antecedentes expuestos en esta sentencia se puede observar que en la demanda de amparo, el quejoso señaló que la autoridad responsable transgredió el artículo 1º constitucional, en relación a diversos instrumentos internacionales, pues pasó por alto el derecho humano que tiene toda persona a no ser dañado en su honra y reputación, bajo el pretexto de que otra persona ejerza el derecho de libertad de expresión. Atendiendo a dicho concepto de violación, el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito se pronunció sobre el tema: 
Al respecto, señaló por una parte que la Constitución establece una serie de derechos oponibles al Estado, y por otro lado, que los instrumentos internacionales de derechos humanos solamente obligan a los Estados, pues éstos son quienes los celebran, ante lo cual, es claro que sólo el Estado puede violar derechos humanos, sin que los particulares puedan incurrir en tal supuesto. 
Las consideraciones del Tribunal Colegiado fueron controvertidas por el quejoso en su recurso de revisión, donde argumentó que no sólo el Estado se encuentra obligado al respeto de los derechos humanos, pues también los particulares están vinculados a su observancia. Sostener lo contrario, señala el recurrente, implicaría ignorar criterios que sobre el tema ha emitido esta Suprema Corte, lo cual turnaría nugatorios sus derechos fundamentales contenidos tanto en la Constitución así como en tratados internacionales. 

Por lo anterior, al haber un planteamiento relativo a la interpretación de una norma constitucional, y si bien existe un criterio jurisprudencial genérico de esta Primera Sala sobre la eficacia de los derechos fundamentales entre particulares –tal y como se abordará más adelante-, lo cierto es que no existen criterios sobre los casos específicos en que tal situación puede actualizarse y tampoco hay tesis jurisprudenciales en torno a las vertientes procesales para su análisis, ante lo cual, existen los elementos para colmar los requisitos de procedencia del recurso de revisión objeto de nuestro estudio, por lo que el mismo resulta procedente. 

VII. ESTUDIO DEL ASUNTO

Debe señalarse que por cuestión de método, se abordará en primer término el segundo agravio esgrimido por el recurrente, en el cual señala que son incorrectas las consideraciones del Tribunal Colegiado en relación a que el Estado es el único que puede violentar derechos fundamentales. 

El agravio es fundado y suficiente para revocar la sentencia recurrida, tal y como se expone a continuación.

Las consideraciones que el Tribunal Colegiado estableció en la sentencia recurrida, debido a las cuales sostuvo que no era posible analizar las violaciones que sobre derechos fundamentales planteó el quejoso, parten de las siguientes tres premisas:
a) Sólo los Estados se encuentran vinculados a los derechos humanos contenidos en tratados internacionales, pues éstos son quienes los celebran.

b) La Constitución se compone de derechos civiles y políticos que los poderes públicos deben respetar, de lo cual se desprende que éstos son los únicos que pueden violar derechos humanos.

c) Es necesario diferenciar entre un delito –cometido por particulares-, y una violación de derechos fundamentales –cometida por un órgano del poder público-.
En suma, el Tribunal Colegiado sostuvo que la violación a los derechos fundamentales solamente puede realizarse por los poderes públicos, sin que los particulares puedan incurrir en una situación de tal índole. 

La postura del Tribunal Colegiado responde a una concepción que reduce a los derechos fundamentales como límites dirigidos únicamente al poder público, es decir, bajo dicha doctrina éstos se conciben en un plano de unidireccionalidad. Dicha situación resulta contraria a los principios contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales, y además no es armónica con los criterios emitidos por la Primera Sala de esta Suprema Corte, tal y como se procede a exponer.
Es necesario partir de que la concepción clásica de los derechos fundamentales como límites dirigidos únicamente frente al poder del Estado, ha resultado insuficiente para dar respuesta a las violaciones de tales derechos por parte de los actos de los particulares. En este sentido, resulta innegable que las relaciones de desigualdad que se presentan en las sociedades contemporáneas, mismas que acarrean posiciones de privilegio para una de las partes, pueden conllevar la posible violación de derechos fundamentales en detrimento de la parte más débil
.

La concepción tradicional ha gozado de aceptación en México y en un buen número de países de nuestro entorno desde el siglo XIX, razón por la cual, las llamadas garantías individuales tenían el propósito fundamental de restringir las actuaciones del Estado, quien se convertía en el sujeto pasivo de los derechos, es decir, a quien se le podía exigir el respeto de los mismos. Al mismo tiempo, se consideraba que las relaciones jurídicas que se suceden entre particulares únicamente se encontraban regidas por las normas contenidas en el derecho civil y en el derecho penal, pero nunca por los mandatos constitucionales.
Así las cosas, la fórmula de los derechos fundamentales como límites frente al poder público necesitaba su complemento en la legislación ordinaria. La solución se encontró en la figura del delito de ataques a las garantías individuales. El Código Penal para el Distrito Federal y Territorio de la Baja California de 1871, en su título décimo, reguló un extenso conjunto de tipos penales cuyo objetivo específico era castigar el actuar de particulares que violentaran las garantías individuales de otros particulares
. A partir de 1931, el Código Penal Federal y un buen número de legislaciones penales estatales, retomaron esta figura a través de un delito genérico que castigaba con pena de prisión “al que de alguna manera viole, con perjuicio de otro, los derechos y garantías establecidos por la Constitución General de la República a favor de las personas”
. 
De esta forma, los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares veían restringido su radio de aplicación a la legislación penal, lo cual no es más que la consecuencia lógica y necesaria de una visión de los derechos fundamentales que los limitaba a las relaciones que se suceden frente al Estado. Los derechos fundamentales se consolidaron, tanto en la jurisprudencia como en la doctrina, como una categoría propia de lo público, por lo que su presencia en la normativa que regula las relaciones privadas resultaba ajena y, en cierto sentido, provocaba una distorsión en el sistema jurídico.
Sin embargo, este escenario sufrió un importante cambio a través de una resolución de esta Alto Tribunal dictada en el año 2000. Nos referimos a la resolución recaída al amparo en revisión 2/2000, de la cual fue ponente el Ministro Guillermo Ortiz Mayagoitia
. En ese entonces, la Segunda Sala de este Alto Tribunal estableció que los particulares pueden cometer “ilícitos constitucionales” al momento en que desconozcan los derechos fundamentales de otro particular
. 

Tales ilícitos se referían a la omisión de los actos ordenados o la ejecución de los actos prohibidos por la Constitución, los cuales pueden ser cometidos por un particular, ante lo cual, debe dilucidarse el sentido normativo del contenido constitucional, a efecto de analizar si de la norma se desprenden principios dirigidos tanto a las autoridades como a particulares.

Por consiguiente, la Segunda Sala de esta Suprema Corte sostuvo que los deberes previstos en la Constitución vinculan tanto a las autoridades como a los gobernados, toda vez que tanto unos como otros pueden ser sujetos activos en la comisión del ilícito constitucional con total independencia del procedimiento que se prevea para el resarcimiento correspondiente.
Dicho criterio no tuvo un seguimiento jurisprudencial, ya que su contenido no fue desarrollado en subsecuentes resoluciones. Sin embargo, poco más de una década después, esta Primera Sala de la Suprema Corte ha venido sosteniendo firmemente la vigencia de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares, situación que se produjo a partir de la resolución recaída al amparo directo en revisión 1621/2010
.

En dicha sentencia, se sostuvo que si bien la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no ofrece ninguna base textual que permita afirmar o negar la validez de los derechos fundamentales entre particulares, ello no resulta una barrera infranqueable, ya que para dar una respuesta adecuada a esta cuestión se debe partir del examen concreto de la norma de derecho fundamental y de aquellas características que permitan determinar su función, alcance y desenvolvimiento dentro del sistema jurídico.

Por ello, en primer término, resulta indispensable analizar las funciones que cumplen los derechos fundamentales en el ordenamiento jurídico –función subjetiva y objetiva-.

Al respecto, debemos señalar que por una parte, la función subjetiva implica la conformación de los derechos fundamentales como derechos públicos subjetivos, constituyéndose como inmunidades oponibles en relaciones de desigualdad formal, esto es, en relaciones con el Estado. Por otro lado, la dimensión objetiva de los derechos fundamentales los coloca como principios que orientan las actuaciones de todos los componentes del Estado –de manera preponderante, los legisladores, los miembros de la administración pública y los impartidores de justicia-.


En efecto, en virtud de su configuración normativa más abstracta y general, los derechos fundamentales unifican, identifican e integran, en un sistema jurídico determinado, a las restantes normas que cumplen funciones más específicas.


Así, los derechos fundamentales también deben concebirse como normas objetivas, cuyos principios permean en el resto de componentes del sistema jurídico, orientando e inspirando normas e instituciones pertenecientes al mismo. En razón de ello, incluso la concepción de las figuras jurídicas cuya naturaleza originalmente se había pensado como de derecho privado, puede ser modificada, en virtud de que son parte del sistema jurídico mexicano, y ninguno de los elementos que lo conforman son ajenos al tamiz constitucional. 


Tal concepción implica que los derechos fundamentales no sólo se convierten en directrices para el desarrollo normativo vinculado a la labor del legislador, sino que también se traducen en parámetros en la tarea interpretativa que llevan a cabo los impartidores de justicia, tal y como acontece en el presente caso. 

La intervención de los órganos jurisdiccionales resulta esencial para esta concepción de los derechos fundamentales como límites en todas las relaciones del ordenamiento jurídico, pues al atender a la dimensión objetiva de los mismos, esto es, como valores que irradian todo el sistema, es como los derechos cobran vida en las relaciones entre particulares
.

Afirmar que los derechos fundamentales cumplen una función como normas básicas de identificación del resto de componentes del ordenamiento jurídico, resulta de vital importancia para aceptar la validez de tales derechos en las relaciones entre particulares, pues no existe razón alguna para que su efecto identificador se detenga y limite a los operadores de los órganos estatales, sino que alcanza a todas las relaciones jurídicas que pueda contener el sistema
.
Por tanto, esta doble función que desempeñan los derechos fundamentales en el ordenamiento jurídico, así como la estructura de ciertos derechos, constituyen la base para afirmar la incidencia de los mismos en las relaciones entre particulares. 

En un sistema jurídico como el nuestro, los derechos fundamentales ocupan una posición central e indiscutible como el contenido mínimo de todas las relaciones jurídicas que se suceden en el ordenamiento.

En consecuencia, la fuerza vinculante de los derechos fundamentales en todo tipo de relaciones, incluyendo las jurídico-privadas, tiene como efecto que los tribunales deben atender a la influencia de los valores que subyacen a dichos derechos en los asuntos que son de su conocimiento
.

En tales condiciones, los tribunales del Poder Judicial de la Federación, vinculados directamente a arreglar sus fallos de conformidad con las normas constitucionales de acuerdo a los derechos fundamentales, juegan una suerte de puente entre la Constitución y los particulares al momento en que resuelven un caso concreto, ya que el juez tendrá que analizar si el derecho aplicable, en ese litigio, es compatible con lo dispuesto en la Constitución, y en caso de ser negativa la respuesta, introducir el contenido del derecho fundamental respectivo, lo cual no es más que la aceptación lógica del principio de supremacía constitucional.

Los anteriores argumentos relativos a la eficacia horizontal de los derechos fundamentales ya han sido adoptados como criterio jurisprudencial por esta Primera Sala de la Suprema Corte, al haber emitido la tesis de Jurisprudencia 15/2012 cuyo rubro es el siguiente: “DERECHOS FUNDAMENTALES. SU VIGENCIA EN LAS RELACIONES ENTRE PARTICULARES”
.

Tal tesis constituye el criterio rector que sobre la materia ha emitido esta Primera Sala. Sin embargo, y como consecuencia lógica del anterior criterio, este órgano colegiado también se ha tenido que pronunciar en relación a cuáles son las vías procesales adecuadas para analizar la eficacia horizontal de los derechos fundamentales
.
Al respecto, debe destacarse la tesis aislada XVIII/2011 de esta Primera Sala, cuyo rubro es: “AMPARO DIRECTO. RESULTA LA VÍA ADECUADA PARA QUE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO CONOZCAN DE AQUELLAS SENTENCIAS DE LOS TRIBUNALES ORDINARIOS QUE DESCONOZCAN UNA VIOLACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES COMETIDA POR UN PARTICULAR”
.

En consecuencia, no sólo fue errónea la determinación del Tribunal Colegiado en el sentido de que los derechos fundamentales no tienen vigencia en las relaciones entre particulares, sino que, adicionalmente, el presente asunto se encontraba ante el Tribunal Colegiado en la vía adecuada para emprender dicho análisis, razón por la cual éste debió atender tal situación.
Ahora bien, no debe pasar por desapercibido que si bien esta Primera Sala ha reconocido la vigencia de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares, la propia jurisprudencia 15/2012 antes citada, establece que tal reconocimiento no es absoluto. En dicho criterio, este órgano colegiado sostuvo que dicha concepción no puede entenderse de forma hegemónica y totalizadora en todas y cada una de las relaciones que se suceden acorde al Derecho Privado.
En consecuencia, en asuntos que involucren una colisión de derechos fundamentales, el juzgador deberá analizar -atendiendo al caso en concreto-, las relaciones jurídicas en las que los derechos se ven encontrados con otros bienes o derechos constitucionalmente protegidos, a efecto de determinar qué derechos son oponibles sólo frente al Estado, y cuáles otros gozan de tal eficacia en las relaciones entre particulares.
En otras palabras, esta eficacia horizontal de los derechos fundamentales deberá analizarse en cada caso en concreto que sea del conocimiento de un juzgador, debiendo determinar si es posible que se actualice una colisión entre derechos, atendiendo a la naturaleza de los mismos. 

En lo que respecta al presente asunto, debe señalarse que los derechos fundamentales que se encuentran enfrentados son, por una parte, la libertad de expresión y, por la otra, el derecho al honor.
No debe pasar por desapercibido, que en diversos criterios esta Primera Sala ha sostenido la actualización de una colisión entre la libertad de expresión y el derecho al honor
, sin embargo, atendiendo a la necesidad de desarrollar el contenido de la jurisprudencia 15/2012 de esta Primera Sala –misma que constituye el criterio angular en torno a la eficacia horizontal de los derechos fundamentales-, a efecto de especificar los supuestos en los cuales se actualiza tal situación, es que se considera necesario señalar lo siguiente: 

En torno a la libertad de expresión, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte, ha señalado que el mismo comprende la libertad de expresar el pensamiento propio –libertad individual-, así como el derecho a buscar, recibir y difundir ideas de toda índole –lo cual se asocia a la dimensión colectiva del ejercicio de tal derecho-
.
Por otra parte, esta Primera Sala ha señalado que el honor es un derecho fundamental, que se refiere al concepto que la persona tiene de sí misma –dimensión subjetiva- o que los demás se han formado de ella –dimensión objetiva-, en virtud de su proceder o de la expresión de su calidad ética o social
.
Por tanto, atendiendo por una parte a la naturaleza del derecho a la libertad de expresión, consistente de forma primordial en la manifestación de ideas, y por otro lado la naturaleza del derecho al honor, relativo al concepto que una persona tiene sobre sí misma o que la sociedad se ha formado sobre ella, es que resulta claro, no sólo que ambos derechos fundamentales pueden gozar de eficacia en las relaciones con otros particulares, sino que adicionalmente, puede presentarse una colisión entre los mismos.
En efecto, es posible que la manifestación de ideas –ejercicio del derecho de libertad de expresión-, pueda causar un menoscabo en la concepción que sobre una persona existe –derecho al honor en sus dos dimensiones-, en virtud de que tales expresiones pueden versar en torno a una persona, mancillando el concepto que sobre la misma se ha ido formando. 
En consecuencia, esta Primera Sala considera que en aquellos asuntos en los cuales el conflicto primigenio se origine porque un particular alegue que se ha violentado su derecho al honor, y otro particular señale que las manifestaciones combatidas se ejercieron acorde a su libertad de expresión, de forma indefectible se trata de un caso en el que se actualiza la eficacia horizontal de los derechos fundamentales en pugna, situación que conlleva una colisión entre los mismos, ante lo cual, el juzgador deberá proceder a un ejercicio de ponderación y análisis de éstos.
Ahora bien, toda vez que esta Primera Sala de la Suprema Corte ya ha sostenido que los derechos fundamentales gozan de vigencia en las relaciones entre particulares, tal y como fue expuesto, es que también resulta errónea la premisa del Tribunal Colegiado en el sentido de que los derechos fundamentales contenidos en instrumentos internacionales sólo son exigibles a los Estados pues son éstos quienes los celebran.
En primer término, es necesario señalar que la doctrina que ha venido construyendo esta Primera Sala sobre la eficacia horizontal de los derechos fundamentales, no deriva de un análisis de los actos del Estado en virtud de los cuales tales derechos son parte del sistema jurídico.
En otras palabras, el hecho de que los Estados sean quienes celebran los tratados internacionales, solamente representa el acto por medio del cual los derechos fundamentales son incorporados al orden jurídico mexicano. Pero una vez que forman parte del mismo, su naturaleza es la misma que aquéllos de fuente constitucional, tal y como lo preceptúa el artículo 1º de nuestra Constitución.
Al respecto, resulta aplicable la tesis jurisprudencial 107/2012 emitida por esta Primera Sala de rubro “PRINCIPIO PRO PERSONA. CRITERIO DE SELECCIÓN DE LA NORMA DE DERECHO FUNDAMENTAL APLICABLE”
.

Por ello, resulta claro que los derechos fundamentales, ya sea que provengan de fuente constitucional o internacional, gozan de plena eficacia jurídica y, en consecuencia, su respeto es exigible en las relaciones entre particulares, toda vez que la nota distintiva en la materia la constituye el contenido del derecho y no la forma en que se incorporan a nuestro sistema jurídico.
Una vez que un tratado internacional cumple con los requisitos constitucionales para su integración a nuestro orden jurídico, la exigencia de sus disposiciones relativas a derechos fundamentales, derivará precisamente de la naturaleza de su contenido, sin que implique una limitación para tal fuerza normativa el hecho de que su incorporación haya dependido del actuar del Estado en la celebración del instrumento internacional correspondiente
.
Adicionalmente, esta Primera Sala también estima que es errónea la apreciación del Tribunal Colegiado, en el sentido de que la Constitución es un conjunto de derechos civiles y políticos oponibles únicamente a los poderes públicos.
Tal concepción no se apega a la doctrina que ha ido desarrollando esta Suprema Corte en el sentido de que la Constitución es ante todo una norma jurídica
, pues aceptar la postura que propone el Tribunal Colegiado implicaría limitar la fuerza vinculante que posee todo el texto constitucional. 

Así, aceptar que la Constitución es una norma jurídica, implica el reconocimiento de las siguientes premisas:

a) En principio, todo el contenido de la Constitución tiene un valor normativo inmediato y directo, lo cual implica que la misma goza de eficacia jurídica plena, teniendo la posibilidad de facto de desenvolverse en todo su contenido.

b) Ahora bien, en su carácter de norma jurídica, requiere de un esquema idóneo que la proteja frente a actos o disposiciones que la pretendan vulnerar. La fuerza normativa de la Constitución radica tanto en su capacidad de adaptarse a los cambios de su contexto, así como en su permanencia, lo cual no se refiere a su inmutabilidad, sino a que la misma se aplique de manera cabal
, para lo cual es indispensable la existencia de un sistema que defienda sus preceptos frente a normas y actos que la contravengan.

c) Finalmente, la Constitución en su naturaleza normativa representa el punto de partida del resto de las disposiciones que integran al sistema jurídico. Es decir, implica el fundamento de validez del resto del ordenamiento jurídico. Lo anterior se refleja en la posibilidad de llevar a cabo un control de regularidad normativa respecto de aquellas disposiciones que la contraríen, lo cual a contrario sensu, significa que aquellos elementos que no la contravengan son válidos, de lo cual se deduce a cabalidad el enfoque normativo que hemos señalado.

En virtud de lo anterior, es que los principios contenidos en la Constitución vinculan a todos los sectores del ordenamiento jurídico, lo cual incluye a las relaciones surgidas entre particulares. En consecuencia, la concepción del Tribunal Colegiado, en el sentido de que la Constitución es una serie de derechos que deben ser respetados sólo por el Estado, implicaría limitar la fuerza normativa de la Constitución, al marginar su vinculación sólo a las relaciones de los particulares con el Estado, negando su juridicidad en las relaciones entre particulares, lo cual claramente no es armónico con la teoría constitucional que al respecto ha ido construyendo esta Suprema Corte.

Ello es así, toda vez que en un ordenamiento jurídico, en el cual son aplicables en todas las relaciones y, por tanto, son defendibles por los órganos jurisdiccionales, los derechos fundamentales son los que más directamente hacen de la Constitución una norma jurídica
.

En virtud de los anteriores argumentos, lo procedente es revocar la resolución recurrida y conceder la protección constitucional que fue solicitada, ordenándose la devolución de los presentes autos al Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, para que deje sin efectos la resolución combatida y en su lugar dicte una nueva, en la cual, partiendo de las consideraciones expuestas en la presente ejecutoria en relación a la vigencia de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares, emprenda de nueva cuenta al estudio de la demanda de amparo promovida por Juan Manuel Ortega de León, en contra de la resolución de 17 de noviembre de 2011 dictada por la Primera Sala Mixta del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Aguascalientes en el toca civil 754/2011.
Finalmente, y tomando en consideración que el agravio analizado resultó fundado, ante lo cual lo conducente es conceder el amparo, es que se torna innecesario analizar el resto de argumentos expresados por el quejoso en su escrito de recurso de revisión
.
Por lo antes expuesto, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,

R E S U E L V E:

PRIMERO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida.
SEGUNDO. La justicia de la unión ampara y protege a Juan Manuel Ortega de León, en contra de la autoridad y acto precisados en el primer apartado de esta ejecutoria.
TERCERO. Devuélvanse los autos relativos al Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, para los efectos precisados en el apartado séptimo de esta ejecutoria.
Notifíquese con testimonio de esta resolución, devuélvanse los autos al Tribunal Colegiado de origen y, en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.
Así, lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea (Ponente), José Ramón Cossío Díaz, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Presidente Jorge Mario Pardo Rebolledo.

Firman el Ministro Presidente de la Sala y el Ministro Ponente, con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe.

PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA:

MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO.

PONENTE:

MINISTRO ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA.

SECRETARIO DE ACUERDOS

DE LA PRIMERA SALA:

LIC. HERIBERTO PÉREZ REYES.

Esta hoja forma parte del Amparo Directo en Revisión 931/2012, promovido por JUAN MANUEL ORTEGA DE LEÓN, fallado el día cinco de diciembre de dos mil doce, en el sentido siguiente: PRIMERO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida. SEGUNDO. La justicia de la unión ampara y protege a Juan Manuel Ortega de León, en contra de la autoridad y acto precisados en el primer apartado de esta ejecutoria. TERCERO. Devuélvanse los autos relativos al Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, para los efectos precisados en el apartado séptimo de esta ejecutoria.- Conste.
� Foja 41 del cuaderno de primera instancia 2491/2009 (anexos de la demanda de primera instancia).


� Foja 13 del cuaderno de primera instancia 2491/2009 (anexos de la demanda de primera instancia).


� Foja 41 del cuaderno de primera instancia 2491/2009 (anexos de la demanda de primera instancia).


� Foja 25 del cuaderno de primera instancia 2491/2009 (anexos de la demanda de primera instancia).


� Tal publicación pertenece al apartado A, página 3, de la sección de Aguascalientes, Metrópoli, Municipios, en la subsección “Cómo, Cuándo y Dónde”, en la columna “Aquí, Allá y Acullá”. Véase foja 50 del cuaderno de primera instancia 2491/2009 (anexos de la demanda de primera instancia).


� Fojas 53 y 54 del cuaderno de primera instancia 2491/2009 (anexos de la demanda de primera instancia).


� Fojas 75 a 78 del cuaderno de primera instancia 2491/2009 (anexos de la demanda de primera instancia).


� Fojas 1 a 11 del cuaderno de primera instancia 2491/2009 (demanda de primera instancia).


� Fojas 226 a 236 del cuaderno de primera instancia 2491/2009 (sentencia de primera instancia).


� Fojas 239 a 251 del cuaderno de primera instancia 2491/2009 (recurso de apelación).


� Fojas 6 a 58 vuelta del toca civil 745/2011 (sentencia de segunda instancia).


� Fojas 3 a 29 del cuaderno de amparo directo civil 41/2012 (demanda de amparo).


� Fojas 44 a 62 del cuaderno de amparo directo civil 41/2012 (sentencia de amparo).


� Fojas 49 a 52 del cuaderno de amparo directo civil 41/2012 (sentencia de amparo).


� Fojas 52 a 53 vuelta del cuaderno de amparo directo civil 41/2012 (sentencia de amparo).


� Fojas 58 vuelta a 61 del cuaderno de amparo directo civil 41/2012 (sentencia de amparo).


� Fojas 2 a 10 del cuaderno del amparo directo en revisión 931/2012 (escrito de recurso de revisión).


� Fojas 4 a 4 vuelta del cuaderno del amparo directo en revisión 931/2012 (escrito de recurso de revisión).


� Fojas 4 vuelta y 5 del cuaderno del amparo directo en revisión 931/2012 (escrito de recurso de revisión).


� Fojas 5 y 5 vuelta del cuaderno del amparo directo en revisión 931/2012 (escrito de recurso de revisión).


� Fojas 154 y 154 vuelta del cuaderno de amparo directo civil 41/2012 (auto de remisión).


� Fojas 15 a 17 del cuaderno del amparo directo en revisión 931/2012 (auto de registro, admisión y turno).


� Fojas 19 y 19 vuelta del cuaderno del amparo directo en revisión 931/2012 (auto de avocamiento).


� Resolución aprobada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el 6 de octubre de 2011, por la cual se modificó el Acuerdo General 5/2001 de 21 de junio de 2001 emitido por el propio Tribunal Pleno, relativo a la determinación de los asuntos que conservará para su resolución y el envío de los de su competencia originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito. Se modificaron: las fracciones III, V y VI del punto tercero; los incisos b), c) y d) de la fracción I y la fracción IV del punto quinto; el párrafo segundo, de la fracción III, del punto décimo; las fracciones I y III, además de la adición de una fracción V, del punto décimo primero; el punto décimo séptimo al cual se adicionó un párrafo tercero; y la derogación de los puntos décimo noveno y vigésimo.


� Foja 44 del cuaderno de amparo directo civil 41/2012 (sentencia de amparo).


� Foja 62 del cuaderno de amparo directo civil 41/2012 (sentencia de amparo).


� Foja 92 vuelta del cuaderno de amparo directo civil 41/2012 (notificación de la sentencia de amparo).


� Foja 2 del cuaderno del amparo directo en revisión 931/2012 (escrito de recurso de revisión).


� En este punto, resulta aplicable la tesis 14 de la otrora Tercera Sala de esta Suprema Corte, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Octava Época, Tomo II, Primera Parte, julio a diciembre de 1988, página 271, cuyo rubro es: “REVISIÓN, IMPROCEDENCIA DEL RECURSO DE. NO ES OBSTÁCULO QUE EL PRESIDENTE DE LA SALA LO HUBIERE ADMITIDO”, así como la tesis de jurisprudencia de la Primera Sala 101/2010, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, enero de 2011, página 71, cuyo rubro es: “AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. REQUISITOS DE PROCEDENCIA QUE DEBEN SER REVISADOS POR EL PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O DE SUS SALAS”. 


� Al respecto véase A. E. Pérez Luño, Los derechos fundamentales, Tecnos, Madrid, 1998, pp. 22-23.


� En este sentido, se consagraron los delitos cometidos en las elecciones populares; contra la libertad de imprenta, de culto y de conciencia; la violación de correspondencia, y los ataques a la libertad individual. En todos estos tipos penales el sujeto activo previsto por el Código Penal era un particular. Véase en lo sucesivo, D. Sodi, Nuestra Ley Penal, A. Carranza, México, 1905, p. 576; F. González de la Vega, El Código Penal Comentado y la Reforma de las Leyes Penales en México, Impresores Unidos, México, 1939; T. Woolrich Iglesias, El delito de violación de garantías individuales, tesis de licenciatura, Universidad Nacional Autónoma de México, México, 1943; y J. Calvo, “El delito de violación de garantías”, en Revista de la Facultad de Derecho, no. 9 (enero-marzo de 1953), pp. 107-119.


� Véase la fracción II del artículo 364 del Código Penal Federal. Cabe señalarse que tal delito fue derogado mediante decreto publicado el 19 de mayo de 2006 en el Diario Oficial de la Federación.


� Es conveniente señalar que ésta no fue la primera ocasión en que la Suprema Corte de Justicia de la Nación tuvo la oportunidad de pronunciarse sobre la posible eficacia de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares. Desde los primeros años de vigencia constitucional es posible encontrar precedentes jurisprudenciales que abordan –en mayor o menor medida- esta problemática. Es el caso de las diversas resoluciones que tuvieron por objeto la libertad de prensa durante las primeras décadas del siglo XX (véase la sentencia del 18 de octubre de 1917, emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Quinta época, Parte I, página 473). Asimismo, es posible identificar una serie de resoluciones que se remontan a la década de los sesenta y en las que se afirma la vigencia de la garantía de audiencia en las relaciones privadas (véase la sentencia de 15 de febrero de 1960, emitida por la Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Sexta época, Tomo XXXII, quinta parte, página 49).


� Tal sentencia de la Segunda Sala de este Alto Tribunal, fue dictada por unanimidad de votos el 11 de octubre de 2000, y de la misma derivaron las tesis aisladas de rubro: “COMUNICACIONES PRIVADAS. LAS PRUEBAS OFRECIDAS DENTRO DE UN JUICIO CIVIL, OBTENIDAS POR UN GOBERNADO SIN RESPETAR LA INVIOLABILIDAD DE AQUÉLLAS, CONSTITUYEN UN ILÍCITO CONSTITUCIONAL, POR LO QUE RESULTAN CONTRARIAS A DERECHO Y NO DEBEN ADMITIRSE POR EL JUZGADOR CORRESPONDIENTE”, tesis aislada CLXI/2000 publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XII, de diciembre de 2000, página 428; y “COMUNICACIONES PRIVADAS. EL DERECHO A SU INVIOLABILIDAD, CONSAGRADO EN EL ARTÍCULO 16, PÁRRAFO NOVENO, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, ES OPONIBLE TANTO A LAS AUTORIDADES COMO A LOS GOBERNADOS, QUINES AL TRANSGREDIR ESTA PRERROGATIVA INCURREN EN LA COMISIÓN DE UN ILÍCITO CONSTITUCIONAL”, tesis aislada CLX/2000 publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XII, de diciembre de 2000, página 428.


� Resuelto en sesión pública de 15 de junio de 2011, por unanimidad de votos.


� Véase J. M. Bilbao Ubillos, La eficacia de los derechos fundamentales frente a particulares, Boletín Oficial del Estado y Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1997, pp. 322-323.


� En torno a este tema véase G. Peces-Barba, Curso de derechos fundamentales, con la colab. de R. de Asís, C. R. Fernández y A. Llamas, Universidad Carlos III de Madrid y Boletín Oficial del Estado, Madrid, 1999, p. 419.


� La Corte Interamericana de Derechos Humanos tiene un sólido cuerpo jurisprudencial en torno a este tema. Al respecto véase la Opinión Consultiva 18/03, de 17 de septiembre de 2003, solicitada por los Estados Unidos Mexicanos, relativa a la condición jurídica y derechos de los inmigrantes, así como los casos Velásquez Rodríguez contra Honduras (1987), Godinez Cruz contra Honduras (1987), Paniagua Morales contra Guatemala (1998), Bámaca Velásquez contra Guatemala (2000), Comunidad de Paz de San José Apartadó contra Colombia (2002) y Juan Humberto Sánchez contra Honduras (2003). Lo anterior se inserta en la tendencia de buena parte de la jurisprudencia internacional de extender la vigencia de los derechos fundamentales a las relaciones entre particulares. Véanse al respecto los casos Young, James and Webster v. The United Kingdom (1981) y X and Y v. Netherlands (1985), ambos del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, así como la sentencia 170/1987 del Tribunal Constitucional Español, y el caso Shelley v. Kraemer [334 U.S. 1 (1948)] de la Suprema Corte estadounidense.


� Jurisprudencia 15/2012, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, Tomo 2, octubre de 2012, página 798. El texto de la jurisprudencia es el siguiente: “La formulación clásica de los derechos fundamentales como límites dirigidos únicamente frente al poder público, ha resultado insuficiente para dar respuesta a las violaciones a dichos derechos por parte de los actos de particulares. En este sentido, resulta innegable que las relaciones de desigualdad que se presentan en las sociedades contemporáneas, y que conforman posiciones de privilegio para una de las partes, pueden conllevar la posible violación de derechos fundamentales en detrimento de la parte más débil. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no ofrece ninguna base textual que permita afirmar o negar la validez de los derechos fundamentales entre particulares; sin embargo, esto no resulta una barrera infranqueable, ya que para dar una respuesta adecuada a esta cuestión se debe partir del examen concreto de la norma de derecho fundamental y de aquellas características que permitan determinar su función, alcance y desenvolvimiento dentro del sistema jurídico. Así, resulta indispensable examinar, en primer término, las funciones que cumplen los derechos fundamentales en el ordenamiento jurídico. A juicio de esta Primera Sala, los derechos fundamentales previstos en la Constitución gozan de una doble cualidad, ya que si por un lado se configuran como derechos públicos subjetivos (función subjetiva), por el otro se traducen en elementos objetivos que informan o permean todo el ordenamiento jurídico, incluyendo aquellas que se originan entre particulares (función objetiva). En un sistema jurídico como el nuestro -en el que las normas constitucionales conforman la ley suprema de la Unión-, los derechos fundamentales ocupan una posición central e indiscutible como contenido mínimo de todas de las relaciones jurídicas que se suceden en el ordenamiento. En esta lógica, la doble función que los derechos fundamentales desempeñan en el ordenamiento y la estructura de ciertos derechos, constituyen la base que permite afirmar su incidencia en las relaciones entre particulares. Sin embargo, es importante resaltar que la vigencia de los derechos fundamentales en las relaciones entre particulares, no se puede sostener de forma hegemónica y totalizadora sobre todas y cada una de las relaciones que se suceden de conformidad con el Derecho Privado, en virtud de que en estas relaciones, a diferencia de las que se entablan frente al Estado, normalmente encontramos a otro titular de derechos, lo que provoca una colisión de los mismos y la necesaria ponderación por parte del intérprete. Así, la tarea fundamental del intérprete consiste en analizar, de manera singular, las relaciones jurídicas en las que los derechos fundamentales se ven encontrados con otros bienes o derechos constitucionalmente protegidos; al mismo tiempo, la estructura y contenido de cada derecho permitirá determinar qué derechos son sólo oponibles frente al Estado y qué otros derechos gozan de la pretendida multidireccionalidad”.


� Por ejemplo, la tesis aislada CLII/2011 de esta Primera Sala cuyo rubro es: “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. RESULTA LA VÍA ADECUADA PARA QUE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN CONOZCA DE AQUELLAS SENTENCIAS DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO QUE NO REPAREN UNA VIOLACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES COMETIDA POR UN PARTICULAR”. Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, de agosto de 2011, página 230.


� Tesis aislada 1a. XVIII/2011, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, página 2685, cuyo texto señala lo siguiente: “En la tesis aislada CLI/2011, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 222, cuyo rubro es: "DERECHOS FUNDAMENTALES. SU VIGENCIA EN LAS RELACIONES ENTRE PARTICULARES.", esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo la posibilidad de que ciertos derechos fundamentales, por su estructura y contenido, se configuren como límites al actuar de los particulares. Así, los tribunales del Poder Judicial de la Federación constituyen el vínculo entre la Constitución y los particulares al momento en que resuelven un caso concreto, ya que los juzgadores tendrán que introducir el contenido de los derechos fundamentales respectivos en los litigios que conozcan. Este razonamiento, que no es más que la aceptación lógica del principio de supremacía constitucional, lleva a esta Primera Sala a determinar que los Tribunales Colegiados de Circuito pueden conocer, a través del juicio de amparo directo, de aquellas sentencias de los tribunales ordinarios, que en última instancia no atiendan a la función de los derechos fundamentales como principios objetivos del ordenamiento jurídico mexicano. Así, en esta hipótesis y cuando se reúnan los requisitos de procedencia del juicio de amparo directo, los Tribunales Colegiados de Circuito resultan competentes para declarar si dicha interpretación encuentra cabida en el texto constitucional”.


� Al respecto véanse los siguientes criterios: tesis aislada CCXVIII/2009 de esta Primera Sala de rubro: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU ESPECIAL POSICIÓN FRENTE A LOS DERECHOS DE LA PERSONALIDAD", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, de diciembre de 2009, página 286; tesis aislada CCXIX/2009 de esta Primera Sala de rubro: “DERECHOS AL HONOR Y A LA PRIVACIDAD. SU RESISTENCIA FRENTE A INSTANCIAS DE EJERCICIO DE LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y EL DERECHO A LA INFORMACIÓN ES MENOR CUANDO SUS TITULARES TIENEN RESPONSABILIDADES PÚBLICAS”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, de diciembre de 2009, página 278; tesis aislada XLIII/2010 de esta Primera Sala de rubro “LIBERTAD DE EXPRESIÓN, DERECHO A LA INFORMACIÓN Y A LA INTIMIDAD. PARÁMETROS PARA RESOLVER, MEDIANTE UN EJERCICIO DE PONDERACIÓN, CASOS EN QUE SE ENCUENTREN EN CONFLICTO TALES DERECHOS FUNDAMENTALES, SEA QUE SE TRATE DE PERSONAJES PÚBLICOS O DE PERSONAS PRIVADAS”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, de marzo de 2010, página 928; tesis aislada XXIII/2011 de esta Primera Sala, de rubro: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN. SUS LÍMITES A LA LUZ DEL SISTEMA DE PROTECCIÓN DUAL Y DEL ESTÁNDAR DE MALICIA EFECTIVA”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, de enero de 2012, página 2911: tesis aislada XXIV/2011 de esta Primera Sala de rubro: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO AL HONOR. EXPRESIONES QUE SE ENCUENTRAN PROTEGIDAS CONSTITUCIONALMENTE”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, de enero de 2012, página 2912; tesis aislada XXV/2011 de esta Primera Sala de rubro: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN. LA CONSTITUCIÓN NO RECONOCE EL DERECHO AL INSULTO”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, de enero de 2012, página 2909.


� Jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte 25/2007, cuyo rubro y texto son los siguientes: “LIBERTAD DE EXPRESIÓN. DIMENSIONES DE SU CONTENIDO. El derecho fundamental a la libertad de expresión comprende tanto la libertad de expresar el pensamiento propio (dimensión individual), como el derecho a buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole. Así, al garantizarse la seguridad de no ser víctima de un menoscabo arbitrario en la capacidad para manifestar el pensamiento propio, la garantía de la libertad de expresión asegura el derecho a recibir cualquier información y a conocer la expresión del pensamiento ajeno, lo cual se asocia a la dimensión colectiva del ejercicio de este derecho. Esto es, la libertad de expresión garantiza un intercambio de ideas e informaciones que protege tanto la comunicación a otras personas de los propios puntos de vista como el derecho de conocer las opiniones, relatos y noticias que los demás difunden”. Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, de mayo de 2007, página 1520. 


� Tesis XX/2011 de esta Primera Sala cuyo rubro y texto son los siguientes: “DERECHO FUNDAMENTAL AL HONOR. SU DIMENSIÓN SUBJETIVA Y OBJETIVA. A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es posible definir al honor como el concepto que la persona tiene de sí misma o que los demás se han formado de ella, en virtud de su proceder o de la expresión de su calidad ética y social. Todo individuo, al vivir en sociedad, tiene el derecho de ser respetado y considerado y, correlativamente, tiene la obligación de respetar a aquellos que lo rodean. En el campo jurídico esta necesidad se traduce en un derecho que involucra la facultad que tiene cada individuo de pedir que se le trate en forma decorosa y la obligación de los demás de responder a este tratamiento. Por lo general, existen dos formas de sentir y entender el honor: a) en el aspecto subjetivo o ético, el honor se basa en un sentimiento íntimo que se exterioriza por la afirmación que la persona hace de su propia dignidad; y b) en el aspecto objetivo, externo o social, como la estimación interpersonal que la persona tiene por sus cualidades morales y profesionales dentro de la comunidad. En el aspecto subjetivo, el honor es lesionado por todo aquello que lastima el sentimiento de la propia dignidad. En el aspecto objetivo, el honor es lesionado por todo aquello que afecta a la reputación que la persona merece, es decir, el derecho a que otros no condicionen negativamente la opinión que los demás hayan de formarse de nosotros”. Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IV, Tomo 3, de enero de 2012, página 2906.


� Cuyo texto señala: “De conformidad con el texto vigente del artículo 1o. constitucional, modificado por el decreto de reforma constitucional publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, en materia de derechos fundamentales, el ordenamiento jurídico mexicano tiene dos fuentes primigenias: a) los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y b) todos aquellos derechos humanos establecidos en tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte. Consecuentemente, las normas provenientes de ambas fuentes, son normas supremas del ordenamiento jurídico mexicano. Esto implica que los valores, principios y derechos que ellas materializan deben permear en todo el orden jurídico, obligando a todas las autoridades a su aplicación y, en aquellos casos en que sea procedente, a su interpretación. Ahora bien, en el supuesto de que un mismo derecho fundamental esté reconocido en las dos fuentes supremas del ordenamiento jurídico, a saber, la Constitución y los tratados internacionales, la elección de la norma que será aplicable -en materia de derechos humanos-, atenderá a criterios de favorabilidad del individuo o lo que se ha denominado principio pro persona, de conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 1o. constitucional. Según dicho criterio interpretativo, en caso de que exista una diferencia entre el alcance o la protección reconocida en las normas de estas distintas fuentes, deberá prevalecer aquella que represente una mayor protección para la persona o que implique una menor restricción. En esta lógica, el catálogo de derechos fundamentales no se encuentra limitado a lo prescrito en el Texto Constitucional, sino que también incluye a todos aquellos derechos que figuran en los tratados internacionales ratificados por el Estado mexicano”. Jurisprudencia 107/2012, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, Tomo 2, octubre de 2012, página 799.


� Al respecto, véase H. Henderson, “Los tratados internacionales de derechos humanos en el orden interno: la importancia del principio pro homine”, en Revista del Instituto Interamericano de Derechos Humanos, no. 39, San José, 2004, pp. 83 a 85.


� El Pleno de la Suprema Corte reconoció la fuerza normativa de la Constitución, al resolver el 28 de marzo de 2011 el amparo en revisión 315/2010, del cual emanó, entre otras, la tesis aislada XV/2011 de rubro “DERECHO A LA SALUD. SU NATURALEZA NORMATIVA”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 31. Por otra parte, la Primera Sala de esta Suprema Corte ha utilizado la doctrina de la Constitución como norma jurídica como punto de partida en diversos criterios, entre los que destacan: la tesis aislada LXX/2008 de rubro “CONTRADICCIÓN DE TESIS. SELECCIÓN DE LA INTERPRETACIÓN LEGAL MÁS CONFORME CON LA CONSTITUCIÓN”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, noviembre de 2008, página 215; la Jurisprudencia 24/2011 de rubro “PROTECCIÓN A LA SALUD DE LOS NO FUMADORES EN EL DISTRITO FEDERAL. LAS OBLIGACIONES DE AUTORIDADES Y PARTICULARES ORIENTADAS A GARANTIZAR EL CUMPLIMIENTO DE LAS NORMAS QUE ESTABLECEN LA PROHIBICIÓN DE FUMAR EN ESPACIOS CERRADOS NO CONSTITUYEN PENAS INUSITADAS NI TRASCENDENTALES”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 14; la tesis aislada CLXII/2011 de rubro “PRUEBA ILÍCITA. LAS PRUEBAS OBTENIDAS, DIRECTA O INDIRECTAMENTE, VIOLANDO DERECHOS FUNDAMENTALES, NO SURTEN EFECTO ALGUNO”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 226; y la Jurisprudencia 8/2012 de rubro “REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. DENTRO DE LAS CUESTIONES PROPIAMENTE CONSTITUCIONALES MATERIA DE ESA INSTANCIA, DEBE COMPRENDERSE LA INTERPRETACIÓN DE LA LEY CONTROVERTIDA”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro X, Tomo 1, julio de 2012, página 536.


� Zagrebelsky sostiene que la Constitución contiene los criterios mínimos que conforman un marco que posibilita el pluralismo que caracteriza a las sociedades democráticas. En tal virtud, la Constitución no se convierte en el elemento normativo que contiene todas las respuestas dentro de un sistema jurídico, sino que posee cierta maleabilidad que le permite ser el común denominador de la pluralidad de valores y principios de una sociedad. Véase G. Zagrebelsky, El derecho dúctil, trad. de M. Gascón, Ed. Trotta, Madrid, 1997, pp. 30-33.


� J. García Morillo, La protección judicial de los derechos fundamentales, Tirant lo Blanch, Valencia, 1994, p. 24.


� Es aplicable por analogía la Jurisprudencia 3 de la otrora Tercera Sala de esta Suprema Corte cuyo rubro y texto son los siguientes: “CONCEPTOS DE VIOLACION, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS. Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de éstos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la Justicia Federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Publicada en el Informe 1982, Parte II, Séptima Época, página 8.
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